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Número UEC/DJEC/M/074/2020. 
PALACIO LEGISLATIVO, A 5 DE MARZO DE 2020. 

 
Asunto: Criterios jurisprudenciales relevantes en las publicaciones del Semanario 
Judicial de la Federación correspondientes al mes de febrero de 2020. 
 
En los ejemplares del Semanario Judicial de la Federación correspondientes al mes 
de febrero de 20201, se publicaron los siguientes criterios jurisprudenciales relevantes 
para la Unidad de Evaluación y Control: 
INIC 

RESPONSABILIDADES, TRANSPARENCIA Y RENDICIÓN DE CUENTAS 
PLENOS DE CIRCUITO  
SUSPENSIÓN PROVISIONAL EN EL JUICIO DE AMPARO. NO PROCEDE OTORGARLA 
RESPECTO DE LA OBLIGACIÓN DE PRESENTAR DECLARACIÓN PATRIMONIAL, DE INTERESES 
Y FISCAL A QUE SE REFIERE EL ARTÍCULO 32 DE LA LEY DE RESPONSABILIDADES 
ADMINISTRATIVAS DEL ESTADO DE NUEVO LEÓN, TRATÁNDOSE DE PARTICULARES 
CONTRATADOS POR EL ESTADO PARA PRESTAR UN SERVICIO PÚBLICO. 

 
CRITERIOS RELEVANTES PARA EL TRABAJO JURÍDICO DE LA UEC 
SUPREMA CORTE DE JUSTICIA DE LA NACIÓN  
DECRETO POR EL QUE SE EXPIDE LA LEY FEDERAL DE REMUNERACIONES DE LOS SERVIDORES 
PÚBLICOS, REGLAMENTARIA DE LOS ARTÍCULOS 75 Y 127 DE LA CONSTITUCIÓN POLÍTICA 
DE LOS ESTADOS UNIDOS MEXICANOS Y SE ADICIONA EL CÓDIGO PENAL FEDERAL. EN LOS 
JUICIOS DE AMPARO EN LOS QUE SE IMPUGNE, DEBE SEÑALARSE COMO AUTORIDAD 
RESPONSABLE AL PRESIDENTE DE LA REPÚBLICA. 
TRIBUNALES COLEGIADOS DE CIRCUITO  
RECURSO DE REVISIÓN. PREVIO A SU DESECHAMIENTO, EL JUEZ DE DISTRITO DEBE VERIFICAR 
LA AUTORIZACIÓN QUE EL TERCERO INTERESADO OTORGÓ A QUIEN POR SU CONDUCTO 
LO INTERPUSO Y ACORDARLA EN AMPLIOS TÉRMINOS SI ESTÁ REGISTRADO EN EL SISTEMA 
COMPUTARIZADO PARA EL REGISTRO ÚNICO DE PROFESIONALES DEL DERECHO, ANTE LOS 
TRIBUNALES DE CIRCUITO Y JUZGADOS DE DISTRITO, A FIN DE PRIVILEGIAR EL DERECHO DE 
ACCESO A LA JUSTICIA. 
RECURSO DE RECLAMACIÓN PREVISTO EN EL ARTÍCULO 104 DE LA LEY DE AMPARO. 
PROCEDE EL INTERPUESTO CONTRA EL AUTO DE PRESIDENCIA QUE DECLINA LA 
COMPETENCIA DEL TRIBUNAL COLEGIADO DE CIRCUITO A UN JUZGADO DE DISTRITO DE SU 
PROPIO CIRCUITO [INAPLICABILIDAD DE LA JURISPRUDENCIA P./J. 2/2019 (10a.)]. 
COPIAS. LAS EXPEDIDAS POR LOS ENTES ESTATALES, QUE SEAN NECESARIAS PARA LA 
SUSTANCIACIÓN DEL JUICIO DE AMPARO, DEBEN SER GRATUITAS. 
FUNDAMENTACIÓN DE LA COMPETENCIA DE LAS AUTORIDADES ADMINISTRATIVAS. 
ALCANCE Y APLICABILIDAD DE LA JURISPRUDENCIA 2a./J. 115/2005. 
CUMPLIMIENTO DE LAS SENTENCIAS DE AMPARO. NO PUEDE SUPEDITARSE A 
DETERMINACIONES EMITIDAS CON POSTERIORIDAD POR AUTORIDADES ADMINISTRATIVAS 
VINCULADAS O NO A SU ESTRICTA OBSERVANCIA. 

                                                           
1 Los Semanarios se publicaron 7, 14, 21 y 28 de febrero de 2020. 
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TRABAJADORES DE LA CÁMARA DE DIPUTADOS. SU ESTADO DE INVALIDEZ CONSTITUYE UNA 
CAUSA DE SEPARACIÓN DEL EMPLEO QUE HACE PROCEDENTE EL PAGO DE LA 
INDEMNIZACIÓN O GRATIFICACIÓN ECONÓMICA, CONFORME A LA NORMATIVIDAD 
APLICABLE AL PERSONAL DE LOS DIVERSOS REGÍMENES DE CONTRATACIÓN, 
EXCEPTUANDO LOS SINDICALIZADOS Y DE BASE. 
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INICIO 
 
 
Época: Décima Época  
Registro: 2021710  
Instancia: Plenos de Circuito  
Tipo de Tesis: Jurisprudencia  
Fuente: Semanario Judicial de la Federación  
Publicación: viernes 28 de febrero de 2020 10:30 h  
Materia(s): (Común)  
Tesis: PC.IV.A. J/52 A (10a.)  
 

SUSPENSIÓN PROVISIONAL EN EL JUICIO DE AMPARO. NO PROCEDE 
OTORGARLA RESPECTO DE LA OBLIGACIÓN DE PRESENTAR DECLARACIÓN 
PATRIMONIAL, DE INTERESES Y FISCAL A QUE SE REFIERE EL ARTÍCULO 32 
DE LA LEY DE RESPONSABILIDADES ADMINISTRATIVAS DEL ESTADO DE 
NUEVO LEÓN, TRATÁNDOSE DE PARTICULARES CONTRATADOS POR EL 
ESTADO PARA PRESTAR UN SERVICIO PÚBLICO. 
 
El precepto citado establece la obligación de presentar declaraciones de situación 
patrimonial, de intereses y fiscal, a las siguientes personas físicas y morales privadas que sean 
contratadas por cualquier ente público para: i) prestar un servicio público; y, ii) un fin distinto 
a la prestación de un servicio público. Respecto de las primeras personas, existe una 
justificación aparente que impide afirmar que la restricción al derecho a la privacidad 
causada por esa disposición normativa sea probablemente inconstitucional, ya que si los 
servidores públicos tienen, en principio, un derecho a la privacidad menos extenso que el 
de los particulares en relación con las actividades vinculadas con su función pública, 
entonces, por identidad de razón, resulta razonable asumir que un particular también 
puede tener un derecho a la privacidad menos extenso, cuando ejerce una función 
pública al prestar un servicio público; por tanto es improcedente otorgarles la suspensión 
provisional respecto a la obligación a que se refiere el artículo 32 de la Ley de 
Responsabilidades Administrativas del Estado de Nuevo León, pues de concederse la 
medida cautelar respecto de estas personas, se causaría una afectación relevante a 
disposiciones de orden público y al interés social. Además conforme a lo dispuesto por la 
Convención de las Naciones Unidas contra la Corrupción y la Convención Interamericana 
contra la Corrupción, el orden público internacional está particularmente interesado en el 
combate a la corrupción por personas que prestan servicios públicos, con independencia 
de que sean particulares o funcionarios públicos en sentido formal, aunado a que con el 
otorgamiento de la medida cautelar se afectaría gravemente el interés social, en la medida 
en que el combate a la corrupción en la prestación de servicios públicos es fundamental 
para afianzar el carácter democrático de un Estado de derecho, atendiendo a la 
naturaleza de los derechos fundamentales que satisfacen los servicios públicos. 
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PLENO EN MATERIA ADMINISTRATIVA DEL CUARTO CIRCUITO. 
 
Contradicción de tesis 6/2019. Entre las sustentadas por el Primer, el Segundo y el Tercer 
Tribunales Colegiados, todos en Materia Administrativa del Cuarto Circuito. 3 de diciembre 
2019. Unanimidad de tres votos de los Magistrados Miguel Ángel Cantú Cisneros, Jesús 
Rodolfo Sandoval Pinzón y Pedro Daniel Zamora Barrón. Ponente: Pedro Daniel Zamora 
Barrón. Secretario: Ricardo Urzúa Traslaviña. 
 
Criterios contendientes: 
 
El sustentado por el Primer Tribunal Colegiado en Materia Administrativa del Cuarto Circuito, 
al resolver las quejas 316/2019, 321/2019 y 331/2019, el sustentado por el Segundo Tribunal 
Colegiado en Materia Administrativa del Cuarto Circuito, al resolver las quejas 336/2019, 
342/2019 y 345/2019, y el diverso sustentado por el Tercer Tribunal Colegiado en Materia 
Administrativa del Cuarto Circuito, al resolver las quejas 313/2019, 317/2019 y 319/2019. 
 
Esta tesis se publicó el viernes 28 de febrero de 2020 a las 10:30 horas en el Semanario 
Judicial de la Federación y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del 
lunes 02 de marzo de 2020, para los efectos previstos en el punto séptimo del Acuerdo 
General Plenario 16/2019. 
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INICIO 
 
Época: Décima Época  
Registro: 2021585  
Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito  
Tipo de Tesis: Aislada  
Fuente: Semanario Judicial de la Federación  
Publicación: viernes 07 de febrero de 2020 10:09 h  
Materia(s): (Constitucional, Común)  
Tesis: I.3o.C.108 K (10a.)  
 

RECURSO DE REVISIÓN. PREVIO A SU DESECHAMIENTO, EL JUEZ DE 
DISTRITO DEBE VERIFICAR LA AUTORIZACIÓN QUE EL TERCERO 
INTERESADO OTORGÓ A QUIEN POR SU CONDUCTO LO INTERPUSO Y 
ACORDARLA EN AMPLIOS TÉRMINOS SI ESTÁ REGISTRADO EN EL SISTEMA 
COMPUTARIZADO PARA EL REGISTRO ÚNICO DE PROFESIONALES DEL 
DERECHO, ANTE LOS TRIBUNALES DE CIRCUITO Y JUZGADOS DE DISTRITO, 
A FIN DE PRIVILEGIAR EL DERECHO DE ACCESO A LA JUSTICIA. 
 
El artículo 12 de la Ley de Amparo establece que el quejoso y el tercero interesado podrán 
autorizar para oír notificaciones en su nombre a cualquier persona con capacidad legal, 
quien quedará facultada para interponer los recursos que procedan, ofrecer y rendir 
pruebas, alegar en las audiencias, solicitar su suspensión o diferimiento y realizar cualquier 
acto que resulte necesario para la defensa de los derechos del autorizante. Asimismo, en 
las materias civil, mercantil, laboral –tratándose del patrón–, administrativa y penal, la 
persona autorizada deberá acreditar encontrarse legalmente autorizada para ejercer la 
profesión de licenciado en derecho o abogado y deberán proporcionarse los datos 
correspondientes en el escrito en que se otorgue dicha autorización. En diverso aspecto, el 
Acuerdo General 24/2005, del Pleno del Consejo de la Judicatura Federal, que establece 
el Sistema Computarizado para el Registro Único de Profesionales del Derecho, ante los 
Tribunales de Circuito y Juzgados de Distrito, en sus puntos primero, segundo y tercero, 
establece que el Sistema Computarizado para el Registro Único de Profesionales del 
Derecho, ante los Tribunales de Circuito y Juzgados de Distrito, en las materias penal, civil, 
mercantil y administrativa, en los términos de las legislaciones aplicables, es una base de 
datos clasificada como información confidencial, de uso obligatorio e interno en todos los 
órganos jurisdiccionales y del área responsable del Consejo de la Judicatura Federal. De 
ahí que si el Juez de Distrito tuvo como autorizado de la parte tercero interesada 
únicamente para oír y recibir notificaciones, a quien expresamente lo autorizó en amplios 
términos del artículo 12 de la Ley de Amparo, señalando para tal efecto el número de 
registro único en el sistema aludido y su número de cédula profesional, sin advertir que esos 
datos, efectivamente, se encontraban en ese sistema, atenta contra la defensa de la 
tercero interesada y a su derecho de acceso a la justicia, máxime si la omisión aludida llevó 
a que indebidamente el Juez de Distrito no admitiera el recurso de revisión interpuesto, por 
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conducto de ese autorizado, contra la sentencia dictada en el juicio de amparo indirecto, 
sobre la base de que éste carecía de facultades para ello por sólo estar autorizado para 
oír y recibir notificaciones. En consecuencia, a fin de privilegiar el derecho de acceso a la 
justicia, el Juez de Distrito, previo a dictar el desechamiento del recurso, debe verificar la 
autorización que dicha parte le otorgó a quien por su conducto lo interpuso y acordarla en 
amplios términos por estar registrado en el Sistema Computarizado para el Registro Único 
de Profesionales del Derecho ante los órganos jurisdiccionales y remitir el recurso de revisión 
interpuesto al Tribunal Colegiado de Circuito en turno, por conducto de la Oficina de 
Correspondencia Común de los Tribunales Colegiados en Materia Civil del Primer Circuito. 
Lo anterior, en virtud de que el Juez de Distrito no tiene facultades para calificar la 
procedencia del recurso de revisión interpuesto ante él y, por ende, tampoco puede 
admitirlo o desecharlo pues, de lo contrario, transgrede lo dispuesto en los artículos 86 y 91 
de la Ley de Amparo. 
 
TERCER TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA CIVIL DEL PRIMER CIRCUITO. 
 
Queja 177/2019. Álbaro Virgilio Montes Ramos, también conocido como Álvaro Virgilio 
Montes Ramos y como Álvaro Montes Ramos. 26 de junio de 2019. Unanimidad de votos. 
Ponente: Víctor Francisco Mota Cienfuegos. Secretaria: Gloria Santiago Rojano. 
 
Nota: El Acuerdo General 24/2005, del Pleno del Consejo de la Judicatura Federal, que 
establece el Sistema Computarizado para el Registro Único de Profesionales del Derecho, 
ante los Tribunales de Circuito y Juzgados de Distrito citado, aparece publicado en el 
Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Novena Época, Tomo XXII, julio de 2005, 
página 1599, con número de registro digital: 1265. 
 
Esta tesis se publicó el viernes 07 de febrero de 2020 a las 10:09 horas en el Semanario 
Judicial de la Federación. 
  



                                       Comisión de Vigilancia de la Auditoría Superior de la 
Federación 

Unidad de Evaluación y Control 
Dirección Jurídica para la Evaluación y Control  

“LXIV Legislatura de la Paridad de Género” 
                “2020, Año de Leona Vicario, Benemérita Madre de la Patria” 

 
 

 
INICIO 
 
Época: Décima Época  
Registro: 2021583  
Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito  
Tipo de Tesis: Aislada  
Fuente: Semanario Judicial de la Federación  
Publicación: viernes 07 de febrero de 2020 10:09 h  
Materia(s): (Común)  
Tesis: II.2o.P.39 K (10a.)  
 

RECURSO DE RECLAMACIÓN PREVISTO EN EL ARTÍCULO 104 DE LA LEY DE 
AMPARO. PROCEDE EL INTERPUESTO CONTRA EL AUTO DE PRESIDENCIA 
QUE DECLINA LA COMPETENCIA DEL TRIBUNAL COLEGIADO DE CIRCUITO 
A UN JUZGADO DE DISTRITO DE SU PROPIO CIRCUITO [INAPLICABILIDAD 
DE LA JURISPRUDENCIA P./J. 2/2019 (10a.)]. 
 
El Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, en la jurisprudencia P./J. 2/2019 
(10a.), de título y subtítulo: "RECURSO DE RECLAMACIÓN. ES IMPROCEDENTE EL INTERPUESTO 
CONTRA EL AUTO DE PRESIDENCIA QUE DECLARA LA INCOMPETENCIA DEL TRIBUNAL 
COLEGIADO DE CIRCUITO.", estableció que el recurso de reclamación es improcedente 
contra los acuerdos de trámite dictados, entre otros, por los presidentes de los Tribunales 
Colegiados de Circuito, cuando declinan la competencia a otro Tribunal Colegiado de 
Circuito, el cual, de no aceptarla, podría integrar un conflicto competencial que no está 
sujeto a la solicitud de alguna de las partes y que debe definir la Suprema Corte de Justicia 
de la Nación, como se advierte de los parágrafos 49 a 55 de la ejecutoria relativa a la 
contradicción de tesis 92/2017, que la originó. Sin embargo, dicho criterio es inaplicable 
cuando se trata de un auto dictado por el presidente de un Tribunal Colegiado de Circuito 
que declina la competencia a un Juez de Distrito para conocer de una demanda de 
amparo que debe tramitarse en la vía indirecta, el cual, al pertenecer al mismo Circuito, no 
puede objetarla ni rechazarla, como lo disponen los artículos 41 y 45 de la Ley de Amparo, 
salvo que se ubicara en el caso previsto en su artículo 49, es decir, que el Juez de Distrito 
tenga información de que otro órgano jurisdiccional está conociendo de un juicio de 
amparo diverso promovido por el mismo quejoso, contra las mismas autoridades y por el 
mismo acto reclamado, aunque los conceptos de violación sean distintos, lo que 
comunicará de inmediato por oficio a dicho órgano, y anexará la certificación del día y 
hora de presentación de la demanda, así como, en su caso, del auto dictado como 
primera actuación en el juicio. De lo que se concluye que el recurso de reclamación 
previsto en el artículo 104 de la Ley de Amparo, procede contra el auto dictado por el 
presidente del Tribunal Colegiado de Circuito que declina su competencia a un Juez de 
Distrito del mismo Circuito, ya que de acuerdo con los artículos 41 y 45 mencionados, está 
impedido para objetar y rechazar la competencia, por lo que no podría generarse un 
conflicto de esa naturaleza, sino únicamente proceder de acuerdo con el artículo 49 
citado, en caso de que se ubicara en esa hipótesis; por tanto, en aras de respetar los 
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derechos de seguridad jurídica y debido acceso a la justicia, corresponde al Pleno del 
Tribunal Colegiado de Circuito verificar que efectivamente el acto que reclama el quejoso 
no sea una resolución en contra de las que proceda el juicio de amparo directo conforme 
al artículo 170, fracción I, de la propia ley; sino uno de los previstos en el artículo 107, fracción 
V, de la misma legislación, cuyo trámite, estudio y resolución están reservados al juicio de 
amparo indirecto, con el fin de verificar que la decisión del presidente de declinar la 
competencia, esté apegada a derecho. 
 
SEGUNDO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA PENAL DEL SEGUNDO CIRCUITO. 
 
Recurso de reclamación 22/2019. 8 de noviembre de 2019. Unanimidad de votos. Ponente: 
Juan Gabriel Sánchez Iriarte. Secretario: Luis Enrique Zavala Torres. 
 
Nota: La tesis de jurisprudencia P./J. 2/2019 (10a.) y la ejecutoria relativa a la contradicción 
de tesis 92/2017 citadas, aparecen publicadas en el Semanario Judicial de la Federación 
del viernes 1 de febrero de 2019 a las 10:03 horas y en la Gaceta del Semanario Judicial de 
la Federación, Décima Época, Libros 63, Tomo I, febrero de 2019, página 11 y 65, Tomo I, 
abril de 2019, página 167, con números de registro digital: 2019196 y 28621, 
respectivamente. 
 
Esta tesis se publicó el viernes 07 de febrero de 2020 a las 10:09 horas en el Semanario 
Judicial de la Federación. 
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INICIO 
 
Época: Décima Época  
Registro: 2021694  
Instancia: Segunda Sala  
Tipo de Tesis: Jurisprudencia  
Fuente: Semanario Judicial de la Federación  
Publicación: viernes 28 de febrero de 2020 10:30 h  
Materia(s): (Común)  
Tesis: 2a./J. 11/2020 (10a.)  
 

DECRETO POR EL QUE SE EXPIDE LA LEY FEDERAL DE REMUNERACIONES 
DE LOS SERVIDORES PÚBLICOS, REGLAMENTARIA DE LOS ARTÍCULOS 75 Y 
127 DE LA CONSTITUCIÓN POLÍTICA DE LOS ESTADOS UNIDOS MEXICANOS 
Y SE ADICIONA EL CÓDIGO PENAL FEDERAL. EN LOS JUICIOS DE AMPARO 
EN LOS QUE SE IMPUGNE, DEBE SEÑALARSE COMO AUTORIDAD 
RESPONSABLE AL PRESIDENTE DE LA REPÚBLICA. 
 
En los juicios de amparo en los que se impugne el Decreto por el que se expide la Ley Federal 
de Remuneraciones de los Servidores Públicos, Reglamentaria de los artículos 75 y 127 de la 
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos y se adiciona el Código Penal Federal 
publicado en el Diario Oficial de la Federación el 5 de noviembre de 2018, debe señalarse 
como autoridad responsable al Presidente de la República, ya que de la interpretación del 
artículo 72, apartados A y B, de la Constitución Federal, deriva que se entenderá aprobado 
por el Poder Ejecutivo todo proyecto no devuelto con observaciones a la Cámara de su 
origen dentro de los treinta días naturales siguientes a su recepción, por lo que vencido este 
plazo dispondrá de diez días naturales para promulgar y publicar la ley o decreto; y que 
transcurrido el segundo de los plazos, sin que el Ejecutivo ejerza sus facultades, la ley o 
decreto será considerado promulgado y el Presidente de la Cámara de origen ordenará, 
dentro de los diez días naturales siguientes, su publicación en el Diario Oficial de la 
Federación. Ahora bien, en el caso de las constancias que integran el procedimiento 
legislativo de la ley aludida se tiene que el Ejecutivo Federal no ejerció ninguna de esas 
facultades; sin embargo, de la interpretación del artículo 72 constitucional se entiende que 
intervino en el procedimiento legislativo, y si bien no ordenó su publicación, su promulgación 
operó por disposición constitucional, de ahí que considerando sus cargas procesales en el 
juicio de amparo, debe observarse lo dispuesto en el artículo 108, fracción III, de la Ley que 
lo regula, que ordena que en las demandas en las que se impugnen normas generales, el 
quejoso deberá señalar a los titulares de los órganos de Estado a los que la ley encomiende 
su promulgación, independientemente de que hayan ejercido o no dicha facultad. 
 
SEGUNDA SALA 
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Contradicción de tesis 342/2019. Entre las sustentadas por los Tribunales Colegiados Primero 
y Séptimo, ambos en Materia Administrativa del Primer Circuito y el Tribunal Colegiado en 
Materia Administrativa del Vigésimo Circuito. 8 de enero de 2020. Unanimidad de cuatro 
votos de los Ministros Alberto Pérez Dayán, Luis María Aguilar Morales, Yasmín Esquivel Mossa 
y José Fernando Franco González Salas. Ausente: Javier Laynez Potisek. Ponente: Alberto 
Pérez Dayán. Secretaria: Guadalupe de la Paz Varela Domínguez. 
 
Criterios contendientes: 
 
El sustentado por el Primer Tribunal Colegiado en Materia Administrativa del Primer Circuito, 
al resolver la queja 180/2019, el sustentado por el Séptimo Tribunal Colegiado en Materia 
Administrativa del Primer Circuito, al resolver la queja 105/2019, y el diverso sustentado por 
el Tribunal Colegiado en Materia Administrativa del Vigésimo Circuito, al resolver la queja 
175/2019. 
 
Tesis de jurisprudencia 11/2020 (10a.). Aprobada por la Segunda Sala de este Alto Tribunal, 
en sesión privada del veintidós de enero de dos mil veinte.  
 
Esta tesis se publicó el viernes 28 de febrero de 2020 a las 10:30 horas en el Semanario 
Judicial de la Federación y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del 
lunes 02 de marzo de 2020, para los efectos previstos en el punto séptimo del Acuerdo 
General Plenario 16/2019 y, por tanto, no será aplicable a los asuntos que se encuentren en 
trámite. 
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COPIAS. LAS EXPEDIDAS POR LOS ENTES ESTATALES, QUE SEAN 
NECESARIAS PARA LA SUSTANCIACIÓN DEL JUICIO DE AMPARO, DEBEN SER 
GRATUITAS. 

 
De la interpretación del artículo 3o. de la Ley de Amparo se colige que el legislador ha 
querido eliminar un obstáculo económico para hacer efectivo el amparo, erradicando la 
posibilidad de que se cobre contribución alguna por concepto de la expedición de las 
copias necesarias para la sustanciación del medio de control, con el propósito de evitar 
que quienes acudan a él y no cuenten con recursos económicos suficientes para 
sufragarlas, no vean truncada esa posibilidad de defensa de sus prerrogativas 
fundamentales. Por ello, en el amparo no sólo están prohibidas las contribuciones de 
naturaleza fiscal, sino también el cobro de costas, incluyendo el de las copias que se 
expiden por los entes estatales, que son necesarias para la sustanciación del juicio de 
amparo, por lo que éstas deben ser gratuitas. 
 
DÉCIMO QUINTO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA CIVIL DEL PRIMER CIRCUITO. 
 
Queja 177/2019. Ramiro Francisco Fernández Michel. 19 de junio de 2019. Unanimidad de 
votos. Ponente: Manuel Ernesto Saloma Vera. Secretaria: Patricia Eugenia Labastida 
Álvarez. 
 
Esta tesis se publicó el viernes 28 de febrero de 2020 a las 10:30 horas en el Semanario 
Judicial de la Federación. 
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FUNDAMENTACIÓN DE LA COMPETENCIA DE LAS AUTORIDADES 
ADMINISTRATIVAS. ALCANCE Y APLICABILIDAD DE LA JURISPRUDENCIA 
2a./J. 115/2005. 

 
Si bien es cierto que en la jurisprudencia citada, la Segunda Sala de la Suprema Corte de 
Justicia de la Nación sostuvo que para cumplir con el principio de fundamentación previsto 
en el artículo 16 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, es necesario 
que la autoridad administrativa precise exhaustivamente su competencia por razón de 
materia, grado o territorio, con base en la ley, reglamento, decreto o acuerdo que le 
otorgue la atribución ejercida, para lo cual debe citar, en su caso, el apartado, fracción, 
inciso o subinciso correspondiente y, si el ordenamiento no lo contiene y se trata de una 
norma compleja, habrá de transcribirse la parte correspondiente; así como que esa 
exigencia tiene como propósito que el particular afectado tenga el conocimiento y la 
certeza de que la autoridad que invade su esfera de derechos lo hace con apoyo en una 
norma jurídica que le faculta para obrar en ese sentido y, a la vez, que puede cuestionar 
esa atribución o la forma en que se ejerció, también lo es que dicha obligación no 
constituye un dogma que obligue a las autoridades a exponer en sus actos, fundamentos 
o afirmaciones cuya constatación resulte evidente, y puedan entenderse con facilidad 
mediante el uso del buen entendimiento y la sana crítica. 
 
PRIMER TRIBUNAL COLEGIADO DEL VIGÉSIMO TERCER CIRCUITO. 
 
Amparo directo 789/2017. 23 de enero de 2019. Unanimidad de votos. Ponente: Héctor 
Martínez Flores. Secretario: Juan José Castruita Flores. 
 
Amparo directo 459/2018. Restaurant La Portería, S. de R.L. de C.V. 20 de febrero de 2019. 
Unanimidad de votos. Ponente: Eduardo Antonio Loredo Moreleón. Secretaria: Rosalba 
Méndez Alvarado. 
 
Amparo directo 564/2018. Tiendas Chedraui, S.A. de C.V. 8 de mayo de 2019. Unanimidad 
de votos. Ponente: Héctor Martínez Flores. Secretaria: Gabriela Esquer Zamorano. 
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Amparo directo 542/2017. Jesús Borrego Inguanzo. 5 de junio de 2019. Unanimidad de votos. 
Ponente: Emiliano López Pedraza. Secretario: José Gonzalo Márquez Cristerna. 
 
Amparo directo 66/2018. Maximino Guzmán Guzmán. 4 de julio de 2019. Unanimidad de 
votos. Ponente: Emiliano López Pedraza. Secretario: José Gonzalo Márquez Cristerna. 
 
Nota: La tesis de jurisprudencia 2a./J. 115/2005, de rubro: "COMPETENCIA DE LAS 
AUTORIDADES ADMINISTRATIVAS. EL MANDAMIENTO ESCRITO QUE CONTIENE EL ACTO DE 
MOLESTIA A PARTICULARES DEBE FUNDARSE EN EL PRECEPTO LEGAL QUE LES OTORGUE LA 
ATRIBUCIÓN EJERCIDA, CITANDO EL APARTADO, FRACCIÓN, INCISO O SUBINCISO, Y EN 
CASO DE QUE NO LOS CONTENGA, SI SE TRATA DE UNA NORMA COMPLEJA, HABRÁ DE 
TRANSCRIBIRSE LA PARTE CORRESPONDIENTE." citada, aparece publicada en el Semanario 
Judicial de la Federación y su Gaceta, Novena Época, Tomo XXII, septiembre de 2005, 
página 310, con número de registro digital: 177347. 
 
Esta tesis se publicó el viernes 21 de febrero de 2020 a las 10:23 horas en el Semanario 
Judicial de la Federación y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del 
lunes 24 de febrero de 2020, para los efectos previstos en el punto séptimo del Acuerdo 
General Plenario 16/2019. 
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CUMPLIMIENTO DE LAS SENTENCIAS DE AMPARO. NO PUEDE 
SUPEDITARSE A DETERMINACIONES EMITIDAS CON POSTERIORIDAD POR 
AUTORIDADES ADMINISTRATIVAS VINCULADAS O NO A SU ESTRICTA 
OBSERVANCIA. 
 
El cumplimiento de una sentencia dictada en un juicio de amparo, una vez que adquiere 
la calidad de verdad legal, así como su eficacia e inmediata ejecución, deben prevalecer 
sobre determinaciones que con posterioridad emitan las autoridades administrativas 
vinculadas o no a su estricta observancia, pues tanto la sociedad como el Estado tienen 
interés en que las determinaciones emitidas por los órganos de control constitucional sean 
cumplidas totalmente, sin excesos ni defectos, ya que los fines de aquélla, conforme al 
artículo 196 de la Ley de Amparo, supone el restablecimiento de las cosas al estado que 
guardaban antes de la violación constitucional detectada. Estimar lo contrario, conllevaría 
no sólo desconocer la eficacia de su ejecución inmediata, sino permitir que autoridades 
ajenas al juicio constitucional obstaculicen su cumplimiento en perjuicio del interés social y 
en contravención a disposiciones de orden público; de ahí que resulte inaceptable que la 
autoridad responsable evada su cabal cumplimiento, so pretexto de colmar previamente 
la determinación emitida por una autoridad administrativa, al no estar supeditados la 
observancia y acatamiento del fallo constitucional a lo determinado por una diversa 
autoridad. 
 
TERCER TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA PENAL DEL SEGUNDO CIRCUITO. 
 
Recurso de inconformidad previsto en las fracciones I a III del artículo 201 de la Ley de 
Amparo 16/2019. 27 de junio de 2019. Unanimidad de votos. Ponente: María de Lourdes 
Lozano Mendoza. Secretario: Federico Ávila Funes. 
 
Esta tesis se publicó el viernes 14 de febrero de 2020 a las 10:16 horas en el Semanario 
Judicial de la Federación. 
 
 
 
 
 



                                       Comisión de Vigilancia de la Auditoría Superior de la 
Federación 

Unidad de Evaluación y Control 
Dirección Jurídica para la Evaluación y Control  

“LXIV Legislatura de la Paridad de Género” 
                “2020, Año de Leona Vicario, Benemérita Madre de la Patria” 

 
 

INICIO 
 
Época: Décima Época  
Registro: 2021635  
Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito  
Tipo de Tesis: Aislada  
Fuente: Semanario Judicial de la Federación  
Publicación: viernes 14 de febrero de 2020 10:16 h  
Materia(s): (Laboral)  
Tesis: I.14o.T.31 L (10a.)  
 

TRABAJADORES DE LA CÁMARA DE DIPUTADOS. SU ESTADO DE INVALIDEZ 
CONSTITUYE UNA CAUSA DE SEPARACIÓN DEL EMPLEO QUE HACE 
PROCEDENTE EL PAGO DE LA INDEMNIZACIÓN O GRATIFICACIÓN 
ECONÓMICA, CONFORME A LA NORMATIVIDAD APLICABLE AL PERSONAL 
DE LOS DIVERSOS REGÍMENES DE CONTRATACIÓN, EXCEPTUANDO LOS 
SINDICALIZADOS Y DE BASE. 
 
De acuerdo con las reglas de interpretación de las cláusulas contractuales previstas en la 
tesis de jurisprudencia 2a./J. 128/2010, tanto en vía de interpretación estricta y conforme a 
los principios de buena fe y de equidad como criterio decisorio, el término "no son 
convenientes para la institución", que establece el numeral 9 de las políticas de aplicación 
de la Normatividad para el Pago de Indemnizaciones o Gratificaciones Económicas al 
Personal de los Diversos Regímenes de Contratación, Exceptuando los Sindicalizados y de 
Base, que sean Separados del Servicio de la H. Cámara de Diputados, que regula el pago 
de la indemnización o gratificación económica de referencia, es muy amplio y ambiguo, 
porque puede entenderse de varios modos y admitir distintas interpretaciones. Ante ello, los 
artículos 17 y 18 de la Ley Federal del Trabajo facultan a la autoridad laboral para que, a 
falta de disposición expresa, se tomen en consideración disposiciones que regulen casos 
semejantes y los principios generales del derecho, y para el caso de interpretación de las 
normas de trabajo, cuando exista duda deberá prevalecer la interpretación más favorable 
al trabajador, esto, cuando el texto de una norma pueda admitir por lo menos dos 
significados o sentidos, predominará aquella que traiga un mayor beneficio para el sujeto 
de la misma. Por consiguiente, cuando un trabajador de la Cámara de Diputados sea dado 
de baja por presentar un estado de invalidez, esa circunstancia puede interpretarse en el 
sentido de que ese trabajador fue separado del empleo por ser un servidor público que no 
era conveniente para la institución, y que debido a la gravedad o naturaleza de su estado 
de invalidez tiene una imposibilidad total para desarrollar sus labores, lo cual puede tener 
como consecuencia un entorpecimiento del desempeño de las actividades propias del 
puesto que realiza, en perjuicio de la dependencia para la que labora, circunstancia que 
haría procedente el pago de la indemnización o gratificación económica prevista en la 
normativa referida de acuerdo con la interpretación más favorable para el trabajador. 
 
DÉCIMO CUARTO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA DE TRABAJO DEL PRIMER CIRCUITO. 
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Amparo directo 827/2019. Isabel Quezada Ruiz. 3 de octubre de 2019. Unanimidad de votos. 
Ponente: Tarsicio Aguilera Troncoso. Secretario: David Eduardo Corona Aldama. 
 
Nota: La tesis de jurisprudencia 2a./J. 128/2010, de rubro: "CONTRATOS COLECTIVOS DE 
TRABAJO. LAS CLÁUSULAS QUE CONTIENEN PRESTACIONES EN FAVOR DE LOS 
TRABAJADORES, QUE EXCEDEN LAS ESTABLECIDAS EN LA LEY FEDERAL DEL TRABAJO, SON DE 
INTERPRETACIÓN ESTRICTA." citada, aparece publicada en el Semanario Judicial de la 
Federación y su Gaceta, Novena Época, Tomo XXXII, septiembre de 2010, página 190, con 
número de registro digital: 163849. 
 
Esta tesis se publicó el viernes 14 de febrero de 2020 a las 10:16 horas en el Semanario 
Judicial de la Federación. 
 


